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ASUNTO: APROBACIÓN DE LA DIRECTIVA SOBRE LA LUCHA CONTRA 

EL FRAUDE. EL DERECHO PENAL PROTEGE LOS INTERESES 

FINANCIEROS DE LA UNIÓN EUROPEA. 

 

  

DIRECTIVA (UE) 2017/1371 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 

2017, sobre la lucha contra el fraude que afecta a los intereses financieros de la 

Unión a través del  Derecho penal. 

Órgano emisor: PARLAMENTO EUROPEO Y CONSEJO. 

Publicación: D.O.U.E L núm. 198 - 28/07/2017. 

Entrada en vigor: 18/08/2017. 

 

 

I. INTRODUCCIÓN. 

 

Los distintos grados de protección del dinero público que derivan de la 

diversidad de normas y prácticas de cada Estado miembro de la Unión 

Europea, motivan esta Directiva sobre la lucha contra el fraude que afecta a 

los intereses financieros de la Unión Europea a través del Derecho Penal. 

 

Las conductas fraudulentas y corruptas se revisten en ocasiones de una 

gravedad, de una intencionalidad y de un volumen de afectación que deben 

ser medibles más allá de una sanción administrativa o multa. El Derecho 

penal, como instrumento jurídico de valoración de estos extremos, prima en 

favor de los  intereses económicos de la Unión Europea cuando estos resulten 

dañados por conductas delictivas o fraudulentas. 

 

Desde la Unión Europea se invita así a cada Estado miembro a concretar 

unas medidas necesarias y efectivas que den cumplimiento a lo dispuesto en 

otras disposiciones armonizadas anteriores a la presente Directiva,  como el 

Reglamento (CE, Euratom) n.º 2988/95, para lograr un acercamiento del 

Derecho penal de cada Estado miembro con el que favorecer los intereses 

generales financieros de la Unión.   
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II. CONTENIDO DE LA DIRECTIVA: ÁMBITO DE APLICACIÓN Y MEDIDAS. 

 

La presente Directiva, aprobada por el Parlamento Europeo y el Consejo, 

regula a lo largo de 20 artículos los presupuestos de hecho que tipifican 

como delito ciertas actuaciones ilícitas e intencionadas que afectan a los 

intereses financieros de la Unión Europea 1  y las consecuencias de tales 

infracciones. 

 

Con referencia expresa a los supuestos de fraude en la contratación 

pública,2  el objetivo principal es conseguir una aproximación del Derecho 

penal de los Estados miembros que sirva de complemento a la protección de 

los intereses financieros de la Unión, proporcionada desde otros ámbitos 

jurídicos como son el civil y el administrativo. 

  

Con esta finalidad, se regula la obligación de los Estados de adoptar las 

disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesarias para dar 

cumplimiento a lo dispuesto en este texto legal y el compromiso de la 

Comisión para facilitar la coordinación de actuaciones en la investigación 

judicial de las actividades fraudulentas. Todo ello en el marco de las 

siguientes premisas: 

 

1. La presente Directiva establece normas mínimas por lo que los 

Estados miembros  tienen la opción de adoptar o mantener normas 

más estrictas relativas  a las infracciones penales que afecten a  los 

intereses financieros de la Unión. El volumen del perjuicio o umbrales 

mínimos numéricos3 son algunas de las consideraciones objetivas de 

las que deben partir los Estados para concretar sus medidas 

sancionadoras. 

 

                                                 
1
 1. A efectos de la presente Directiva, se entenderá por: a) «los intereses financieros de la Unión»: todos 

los ingresos, gastos y activos cubiertos por, adquiridos a través de, o adeudados a: i) el presupuesto de la 

Unión, ii) los presupuestos de las instituciones, órganos y organismos de la Unión creados de 

conformidad con los Tratados, u otros presupuestos gestionados y controlados directa o indirectamente 

por ellos. 
2
 Considerando 6 y artículo 3 de la Directiva. 

3
 En una infracción contra el sistema común del IVA, el umbral que ha de superar el perjuicio o ventaja 

para que se presuma que es considerable es de 10.000.000 Euros.  
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2. La aplicación de tales medidas no puede afectar a la imposición  

correcta y eficaz de sanciones administrativas que vengan impuestas  

por el Derecho de la Unión o en disposiciones nacionales de aplicación. 

 

3. Se parte de una definición común de fraude aplicable a todos los 

Estados miembros. El posible fraude debe alertar cualquier afectación a 

los ingresos, gastos y bienes que puedan comprometer el  presupuesto 

general de la Unión Europea. A tales efectos, los Estados miembros se 

comprometen al rescate de dichas sumas y su transferencia al 

presupuesto de la Unión. 

 

4. Los principales campos protegidos de posibles conductas fraudulentas 

son el sistema común del Impuesto sobre el Valor Añadido, el blanqueo 

de capitales, corrupción activa y pasiva, la malversación y el cohecho; 

de ahí que, respecto de estos últimos, se acuñe un concepto general 

de funcionario público4 para todos los Estados de la UE.  

 
5. Se impone la responsabilidad de la persona jurídica no solo por la 

actuación delictiva de quien ostente cargo directivo sino por quienes 

desempeñando tal cargo, falten al deber de vigilancia o control.  

 

6. La presente Directiva solo será de aplicación a las infracciones penales 

graves que requieran intencionalidad, en cualquier grado de tentativa. 

 
7. Se requiere un refuerzo en  la cooperación judicial entre los Estados 

miembros mediante organismos que faciliten la coordinación de las 

investigaciones y actuaciones judiciales que afecten al territorio de 

más de un Estado miembro.5 A los efectos de facilitar la investigación, 

los Estados de la UE establecerán un plazo de prescripción de manera 

que las infracciones sean perseguibles de forma eficaz.  

                                                 
4
 El término funcionario nacional incluirá a toda persona que tenga un cargo ejecutivo, administrativo o 

judicial a nivel nacional, regional o local. 
5
 El Eurojust es el órgano de la Unión Europea creado al efecto. El Tribunal de cuentas y los auditores 

responsables de auditar los presupuestos de las instituciones, órganos y organismos deben transmitir a la 

Oficina Europea de Lucha contra el Fraude (OLAF) y a las demás autoridades competentes todo hecho 

que pudiera considerarse infracción penal conforme a la presente Directiva. 
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8. Por Estado sancionador se entiende aquel en el que se haya cometido 

la infracción o del que el infractor sea uno de sus nacionales sin 

necesidad de que medie denuncia por parte de la víctima o  

comunicación del Estado en el que se haya cometido la infracción.  

 
9. Las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas precisas 

para dar cumplimiento a las medidas que cada Estado miembro adopte 

deben aplicarse a partir del 6 de julio de 2019. 

 

 

III. CONCLUSIONES. 

 

Las irregularidades graves en la contratación, como el fraude o la corrupción, 

no deben quedar exentas de impunidad en el marco de la contratación 

pública, porque aunque no estén a pie de calle, deben ser motivo de alerta en 

un ámbito en el que se espera que se cumpla un objetivo demandado desde 

la Unión Europea: favorecer el sostenimiento de  las finanzas públicas, dando 

cumplimiento al principio de estabilidad presupuestaria para todas las 

Administraciones públicas, recogido, además,  en el artículo 135 de la 

Constitución Española. 

 

Lo cierto es que la presente Directiva menciona de forma genérica las 

medidas a adoptar por los países miembros de la UE y no en tanto a la 

aplicación de correctivos sancionadores sino  en cuanto a la adopción de  

medidas preventivas que eviten las irregularidades en las actuaciones de cada 

Estado miembro. Los presupuestos de hecho están, por tanto, marcados 

desde la Unión Europea y corresponde a cada uno de los países miembros  

aprobar las decisiones oportunas para darlos cumplimiento. 

 

 

 


